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Madrid, a once de junio de dos mil veinticinco. 
 

Esta Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia 

Nacional ha visto el recurso de apelación número 114/2024, interpuesto por la 

Administración General del Estado, representada y asistida por la Abogacía del 

Estado, contra la sentencia de 21 de junio de 2024, dictada por el Magistrado-Juez 

del Juzgado Central de lo Contencioso-Administrativo número 2, en el procedimiento 

abreviado número 32/2024. Ha sido parte apelada D. Samuel Vázquez Álvarez, 
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actuando en su propio nombre y derecho, con la asistencia letrada de D. Diego 

Fernández López. 

 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

 

PRIMERO.- El acto impugnado en la instancia es la resolución de 19 de febrero 

de 2024, del Secretario de Estado de Seguridad, que acuerda imponer a D. Samuel 

Vázquez Álvarez, miembro del Cuerpo Nacional de Policía con la categoría de 

policía, la sanción de suspensión de funciones durante un mes (30 días) prevista en 

el artículo 10.2 de la Ley Orgánica 4/2010, del Régimen Disciplinario del Cuerpo 

Nacional de Policía, por la comisión de la infracción grave del artículo 8.a) del mismo 

texto legal. 

 

Interpuesto recurso contencioso-administrativo fue turnado al Juzgado Central de 

lo Contencioso-Administrativo número 3, se admitió a trámite y se siguieron las 

normas del procedimiento abreviado, terminando por sentencia de 19 de noviembre 

de 2021 cuya parte dispositiva fue del siguiente tenor: " FALLO 

1. Estimo íntegramente la demanda rectora de esta litis. En consecuencia: 

a) Anulo la resolución impugnada al considerarla contraria a derecho. 

b) Declaro nula, por tanto, la sanción impuesta, con todos los efectos económicos 

y administrativos inherentes a dicha declaración, incluido el borrado de dicha 

sanción del expediente personal del actor. 

2. Impongo el pago de todas las costas a la Administración Demandada”. 

 

Notificada dicha sentencia a las partes, por la Administración demandada se 

interpuso recurso de apelación que, previos los trámites que obran en las 

actuaciones, fue admitido por auto de fecha 7 de octubre de 2024. 
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Concedido traslado del recurso a la parte demandante, presentó escrito de 

oposición, elevándose seguidamente los autos y el expediente administrativo a esta 

Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional. 

 

SEGUNDO.- Recibidas las actuaciones, y turnadas a esta Sección, se señaló 

para votación y fallo del recurso de apelación el día 10 de junio de 2025, en el que 

así tuvo lugar. 

 

Es ponente la Ilma. Sra. Dª. Margarita Pazos Pita, Magistrada de la Sección. 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

 

PRIMERO.- El recurso de apelación se dirige contra la sentencia que estimó la 

pretensión del demandante de anulación de la resolución sancionadora impugnada, 

que acordó imponerle la sanción de suspensión de funciones durante un mes (30 

días) prevista en el artículo 10.2 de la Ley Orgánica 4/2010, del Régimen 

Disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía, por la comisión de una infracción 

disciplinaria grave del artículo 8.a) consistente en "La grave desconsideración con 

los superiores, compañeros, subordinados o ciudadanos, en el ejercicio de sus 

funciones o cuando cause descrédito notorio a la Institución Policial". 

 

El Juez Central parte de “Los hechos y su tipificación por la Administración”, 

consignando que “Los hechos que han sido objeto de sanción consisten en el 

contenido de dos tuits publicados los días 28 y 30 de marzo de 2023 en la red social 

Twitter (hoy X) desde la cuenta personal del actor Samuel@guidoprincesa. Su tenor 

era el siguiente: 

✓ 28 de marzo de 2023. 

«El DG de la @policia acaba de firmar mi expediente disciplinario con pérdida de 

empleo y sueldo. Ha tocado el pan de mis hijos, así que ya no pararé hasta verle 

sentado en un banquillo. 
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Este viernes seguiré luchando por acabar con este sistema de cortijos y 

caciques». 

✓ 30 de marzo de 2023. 

«Ningún conocimiento en ciencia policial o criminología. Cero experiencia 

operativa en la materia. 

Mientras ellos protegen estructuras de poder y discursos políticos, los barrios se 

vencen y las ciudades se rinden. 

Si quisiesen proteger a tu familia, escogerían a los mejores». 

Este segundo tuit venía acompañado de un fotomontaje en el que podía verse al 

director general de la Policía, a la actual directora general de la Guardia Civil, y a su 

predecesora en el cargo”. 

 

Señala el Juez Central que “En este caso, el sujeto activo al que se ha 

sancionado es un miembro de la Policía Nacional; y puede aceptarse que los sujetos 

pasivos afectados son superiores del actor en cuanto se trata del director general de 

la Policía Nacional y, como autoridades, las directoras generales de la Guardia Civil. 

Ahora bien, como seguidamente expondremos, no se cumplen el resto de los 

elementos del tipo”. 

 

Así, descarta que la conducta se haya realizado por el actor «“en el ejercicio de 

sus funciones”. El actor publicó las expresiones objeto de sanción en una cuenta 

personal (…) de la red social Twitter (hoy X). No hay controversia al respecto. Y, 

desde luego, no puede decirse que, al publicar los tuits, estuviese en el «ejercicio de 

sus funciones». De hecho, a lo largo de la resolución sancionadora no se ha 

explicado en modo alguno que concreta función policial estaba ejerciendo el actor al 

escribir los tuits. 

En el aspecto examinado, lo relevante no es que el actor pertenezca a la Policía 

Nacional, sino que haya ejecutado la acción «en el ejercicio de sus funciones» como 

agente de policía. Pues bien, las funciones que corresponde desempeñar a los 

policías nacionales se enumeran en el artículo 18 de la Ley Orgánica 9/2015, de 28 

de julio (Re gimen de Personal de la Policía Nacional), según la escala a la que 

pertenezcan: 
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(…) En el expediente, el actor aparece como perteneciente a la Escala Básica y 

no consta -insistimos- que función encomendada estaba ejecutando materialmente 

al escribir los tuits. Y no consta por la sencilla razón de que la actuación sancionada 

-supuesta desconsideración- no puede incardinarse como ejecutada «en el ejercicio 

de las funciones» del actor como policía nacional. (…)». 

 

Niega asimismo que se cause descrédito notorio a la Institución Policial, 

destacando que “en todo caso, la crítica -que la Administración califica como 

«descrédito», y que, sin duda, se infiere de los tuits- va dirigida a las autoridades 

políticas que ocupaban en aquellos momentos altos cargos del Ministerio del Interior 

(…)”, y que “El prestigio de la Policía Nacional, como institución (al igual que sucede 

con la Guardia Civil) trasciende a sus autoridades políticas y no se menoscaba -y 

menos aún de forma «notoria» como exige el tipo sancionador- por las críticas 

personales a sus dirigentes. (…)”. 

 

Prosigue esencialmente el Juez Central que no cabe “apreciar que se haya 

producido desconsideración alguna y menos aún grave”, como premisa del tipo 

sancionador, destacando, entre otros extremos, el amparo del derecho a la libertad 

de expresión y opinión para criticar a las autoridades y cargos públicos. 

 

SEGUNDO.- Frente a la anterior sentencia se alza la Administración demandada 

defendiendo en primer lugar, a la vista de la jurisprudencia del Tribunal Supremo que 

invoca, la admisibilidad del presente recurso de apelación de acuerdo con el artículo 

81.1 LJCA. 

 

Aduce a continuación la infracción del artículo 8.a) de la Ley Orgánica 4/2010, de 

20 de mayo, del Régimen disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía, al considerar 

que el Magistrado de instancia realiza una interpretación restrictiva de la conducta 

tipificada en el citado precepto, limitando su aplicación a aquellos casos en los que 

el funcionario se encuentra desarrollando las funciones enumeradas en el artículo 18 

de la Ley 9/2015. 
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Sostiene sustancialmente la Abogacía del Estado, con invocación de las 

resoluciones judiciales que cita, que quedarían incluidos en la infracción todos 

aquellos actos en los que se refleje la condición de funcionario del Cuerpo de la 

Policía Nacional, aunque se desarrollen fuera de servicio, y excluidos del tipo 

aquellos actos en los que la condición de policía nacional resulta completamente 

ajena, por tratarse de actos acaecidos en la estricta esfera privada y al margen del 

servicio. 

 

Y en el presente supuesto -dice- de los mensajes se infiere que el actor realiza 

las manifestaciones precisamente por su condición de policía nacional y, así -

prosigue-, en ambos tuits las expresiones no derivan de un asunto personal o 

particular, sino que el actor realiza diversas críticas desde un punto de vista 

profesional. 

 

Por otra parte aduce -con cita también de determinadas resoluciones judiciales- 

que, en cuanto al “descrédito notorio a la Institución Policial”, la separación que 

propugna la sentencia apelada no puede acogerse, pues considera que dentro del 

referido concepto quedan incluidas aquellas conductas que afectan negativamente a 

la imagen del Cuerpo Nacional de Policía y es notorio en cuanto se produce en 

presencia de personas ajenas a la propia Institución, lo que se agrava a través de un 

medio de amplia difusión como es la red social X. 

 

A lo que viene a añadir que cuando el descrédito a los superiores se efectúa en 

relación con el funcionamiento del Cuerpo y la Institución a la que se pertenece, 

poniendo en duda el comportamiento de dicha institución como tal, aquel descrédito 

se traduce también en un descrédito notorio a la Institución Policial, sobre lo que 

argumenta seguidamente. 

 

Asimismo, en cuanto a la grave desconsideración, se destaca sustancialmente 

que en los tuits “queda patente un inequívoco animus injuriandi que excede de la 

mera crítica y, en ambos casos, el actor imputa una falta de profesionalidad, 

idoneidad y capacidad a sus superiores, que entraña una pública descortesía y falta 
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del respeto debido a los sujetos pasivos a los que se refiere. No es la crítica, en sí 

misma, lo que justifica la sanción impuesta, sino los términos, palabras y 

expresiones empleadas, que suponen una grave desconsideración para los 

superiores del demandante”. 

 

Y finalmente se alega que la libertad de expresión y opinión no es un derecho 

absoluto, sino que está sujeto a ciertos límites, los cuales son más intensos cuando 

se trata, como en el caso del actor, de un funcionario policial, teniendo presentes los 

artículos 103 y 104 de la Constitución. 

 

Por su parte, el apelado se opone al recurso deducido de adverso alegando, en 

primer lugar, la procedencia de su desestimación por causa de inadmisibilidad por 

razón de la cuantía. 

 

Y a continuación argumenta sobre la conformidad a Derecho de la sentencia 

apelada alegando, entre otros extremos, que el sistema que es objeto de crítica no 

es aquel en que está inserta la institución policial “sino, por el contrario, el sistema 

constitucional, legal y reglamentario que permiten que la elección del máximo 

dirigente del cuerpo no se realice, en primer lugar, directamente por los miembros 

del mismo sino directamente por el poder político y, más en concreto, por el Poder 

Ejecutivo, lo que precisamente da lugar a que en lugar de primar la institución se 

privilegien las que mi patrocinado denomina como estructuras de poder. (…)”. 

 

TERCERO.- Así delimitados los términos del debate, la cuestión relativa a la 

admisibilidad del recurso de apelación ha de desestimarse al ajustarse la decisión 

adoptada por el Juez a quo en el auto de fecha 7 de octubre de 2024 a la aplicación 

de la doctrina sentada por el Tribunal Supremo, entre otras, en sentencia de 16 de 

enero de 2023 -recurso 6049/2021- al caso de autos, en el que la parte recurrente 

instó en el suplico del escrito de demanda que se  “dicte en su día Sentencia, por la 

que estimando íntegramente el presente Recurso Contencioso-administrativo, 

declare nula de pleno derecho o, en su caso, anule la resolución administrativa 

impugnada, declarando igualmente nula la sanción impuesta, con todos los efectos 
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económicos y administrativos inherentes a dicha declaración, con borrado del 

expediente personal de mi mandante la sanción impuesta o, subsidiariamente, 

reduzca la sanción a imponer al mínimo legal aludido en el último de los 

fundamentos de derecho de este escrito, todo ello y, para el caso de estimación 

total, con expresa condena en costas a la Administración demandada”. 

 

Así, la citada STS de 16 de enero de 2023 -recurso 6049/2021- compendia la 

doctrina de la Sala en los siguientes términos: 

 

“(…) Años más tarde, se volvió a pronunciar sobre la cuantía de las pretensiones 

anulatorias referidas a sanciones de suspensión de funciones que afectan a 

funcionarios públicos. 

En la STS nº 709/2019, de 28 de mayo (rec. 262/2016) reitera que "La sanción 

de suspensión temporal de funciones es susceptible de medirse en términos 

económicos, lo que alcanza a todos los conceptos que conforman la retribución 

bruta o íntegra de la que se priva al sancionado durante el lapso de tiempo de la 

suspensión, y fuera del mismo por la minoración que en las pagas extraordinarias se 

haya producido por razón de la reducción del tiempo no trabajado en la anualidad. 

Se toma como referencia la retribución bruta pues la misma constituye el derecho 

individual o económico afectado por la sanción cuya anulación se pretende" y que 

tampoco se convierte en indeterminada por el "contenido aflictivo, la afectación 

moral o al buen nombre o prestigio que comporta toda sanción pues cabe presumir 

que toda sanción produce tal afectación. De no entenderse así no habría duda 

interpretativa alguna y en caso de impugnarse sanciones siempre sería el pleito de 

cuantía indeterminada, con lo que quedaría sin contenido la regla específica del 

artículo 42.2 de la LJCA". 

Aunque finalmente se considera de cuantía indeterminada por considerar que la 

previsión de anotación de la sanción no es medible en términos económicos. 

- La STS nº 153/2020, de 6 de febrero de 2020 (2909/2017) estableció 

importantes matices en la materia, sosteniendo que, junto con una evaluación 

económica derivada de la perdida de la retribución, también conlleva otros efectos o 

consecuencias no cuantificables económicamente, lo que denomina "derechos no 
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medibles en magnitudes económicas". A tal efecto, razona que al dejar de estar en 

servicio activo y pasar a una situación administrativa distinta no goza de todos los 

derechos que el servicio activo comporta (pérdida de antigüedad correspondiente, 

poder participar en concursos y tomar parte en las actividades de formación, 

cotizaciones a la Seguridad Social). 

La sentencia concluyó afirmando que: 

"Esta solución no conduce a dejar sin efecto la regla del artículo 81.1 a) de la Ley 

de la Jurisdicción en todos los casos de imposición de sanciones a los empleados 

públicos. Está claro que en nada afecta a aquellos supuestos en que sean 

meramente económicas. Solamente, se proyectará sobre los recursos de apelación 

contra sentencias en las que se enjuicien sanciones que, por su naturaleza y 

efectos, trasciendan a la mera dimensión pecuniaria. Mantener la interpretación 

seguida por la sentencia recurrida en casación supone, no sólo ignorar las 

consecuencias efectivas de la sanción de suspensión de empleo y sueldo, sino, 

también, aceptar que sean apelables sentencias sobre sanciones de apercibimiento 

y negar que lo sean las que se pronuncien sobre otras de muy superior entidad, 

como las que se impusieron a la Sra. (…). Tal resultado no se compadece con la 

finalidad de reservar el recurso de apelación a los asuntos de superior trascendencia 

a que alude la Sala de La Coruña, ni se desprende necesariamente de una 

regulación legal en la que el artículo 42.2 sienta una regla específica para los casos 

en que las sanciones a funcionarios, además de una vertiente económica, 

comporten otras no evaluables en dinero". 

En similares términos la STS nº 636/2021, de 6 de mayo de 2021 (rec. 

5739/2019), referida a la cuantía de un recurso contencioso-administrativo 

interpuesto contra una sanción disciplinaria de suspensión de funciones a un 

funcionario, reiteraba la doctrina fijada en la sentencia de 6 de febrero de 2020, 

afirmando que: 

"Y respecto a la confrontación de estas consideraciones con la regla del artículo 

81.1.a) de la LJCA, en todos los casos de imposición de sanciones a los empleados 

públicos dijimos que "[...] Está claro que en nada afecta a aquellos supuestos en que 

sean meramente económicas. Solamente, se proyectará sobre los recursos de 

apelación contra sentencias en las que se enjuicien sanciones que, por su 
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naturaleza y efectos, trasciendan a la mera dimensión pecuniaria. Mantener la 

interpretación seguida por la sentencia recurrida en casación supone, no sólo ignorar 

las consecuencias efectivas de la sanción de suspensión de empleo y sueldo, sino, 

también, aceptar que sean apelables sentencias sobre sanciones de apercibimiento 

y negar que lo sean las que se pronuncien sobre otras de muy superior entidad, 

como las que se impusieron [...]. Tal resultado no se compadece con la finalidad de 

reservar el recurso de apelación a los asuntos de superior trascendencia [...], ni se 

desprende necesariamente de una regulación legal en la que el artículo 42.2 sienta 

una regla específica para los casos en que las sanciones a funcionarios, además de 

una vertiente económica, comporten otras no evaluables en dinero [...]"". 

Es decir, en estas sentencias se llegó a la conclusión de que en los casos de 

suspensión de funciones a un funcionario público la cuantía es indeterminada ya 

que, además de efectos susceptibles de valoración económica, la sanción de 

suspensión de empleo y sueldo implica consecuencias no reducibles a términos 

pecuniarios. 

- Confirmando esta evolución en la jurisprudencia, tendente a considerar que la 

sanción de suspensión de funciones tiene efectos que no tienen una mera 

transcendencia económica, la STS nº 6/2022, de 11 de enero (casación 3608/2020) 

abordó la cuantía de los procedimientos en los que discuten sanciones de 

suspensión del ejercicio de una profesión liberal colegiada. 

En la citada sentencia se consideró que la evolución jurisprudencial que sostiene 

que la sanción de suspensión de funciones a un funcionario público produce efectos 

que no tienen una mera trascendencia económica, era aplicable también en el caso 

de las sanciones de suspensión de funciones a un abogado, en base a los 

siguientes razonamientos: 

"Se advierte, por tanto, una progresiva evolución en la jurisprudencia tendente a 

considerar que la sanción de suspensión de funciones tiene efectos que no tienen 

una mera transcendencia económica. (…)”. 

 

Lo que aplicado al supuesto que nos ocupa conlleva la admisibilidad del recurso 

de apelación formulado, sin que obste a la anterior conclusión la alegada declaración 

de firmeza de la sentencia de autos por diligencia de ordenación que no consta 
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impugnada, y ello en la medida en que la cuantía de los recursos de apelación es 

una cuestión de orden público procesal, cuya fijación no queda a disposición de las 

partes y ni siquiera de los propios Tribunales. 

 

CUARTO.- En el presente caso, a juicio de esta Sección, sí concurre en los tuits 

publicados los días 28 y 30 de marzo de 2023 en la red social Twitter (hoy X) desde 

la cuenta personal del actor Samuel@guidoprincesa una desconsideración con los 

“superiores (…) o ciudadanos”, en especial en relación con el Director General de la 

Policía, y que se puede calificar de grave al advertirse un trato irrespetuoso y 

descortés de importancia hacia su persona como superior del recurrente en la 

instancia. 

 

Sin embargo, no se estima que concurran en la conducta enjuiciada los restantes 

elementos del tipo infractor aplicado. 

 

Así, en cuanto a la ejecución de la conducta enjuiciada “en el ejercicio de sus 

funciones”, aduce esencialmente la Abogacía del Estado que el Magistrado de 

instancia realiza una interpretación restrictiva de la conducta tipificada en el artículo 

8.a) LO 4/2010 al limitar su aplicación a aquellos casos en los que el funcionario se 

encuentra desarrollando las funciones enumeradas en el arículo 18 Ley 9/2015, 

considerando por el contrario la parte apelante que ha de interpretarse en el sentido 

de que en la actuación sancionada debe reflejarse su condición de funcionario del 

Cuerpo Nacional de Policía, como aduce que es el caso de autos en el que “la 

actuación se desarrolló fuera de servicio, pero la condición de funcionario del Cuerpo 

Nacional de Policía del actor es patente y se utiliza con conocimiento y conciencia 

por el propio recurrente, quien, en el primer tuit, expone su condición de funcionario 

del Cuerpo Nacional de Policía al aludir a la firma por la Dirección General de la 

Policía de su expediente disciplinario”. 

 

Ahora bien, la expresión de la condición de funcionario de policía del recurrente 

está ausente en el segundo tuit y, en el primero, si bien dicha condición está 

implícita en las propias expresiones vertidas, sin embargo su tenor y circunstancias 
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no permiten apreciar que se hayan proferido “en el ejercicio de sus funciones” de 

policía. 

 

Y ello se infiere de la propia resolución impugnada que, como razona en este 

concreto punto el Juez a quo, toma en consideración dicha condición de policía, que 

considera patente en las opiniones formuladas, para considerar que rige la 

obligación del actor de velar por los intereses de la Policía Nacional, o al menos no 

perjudicarlos, y, en particular, preservar su prestigio institucional. 

 

Es más, la resolución impugnada no razona ni explica en modo alguno que la 

desconsideración se haya producido en el estricto ejercicio de las funciones de 

policía, remitiendo esencialmente, a efectos del tipo infractor que nos ocupa, a la 

causación de “descrédito notorio a la Institución Policial". 

 

Y así razona, entre otros extremos, que “al cuestionar públicamente la capacidad 

de las personalidades que ostentan la dirección tanto de la Policía Nacional como de 

la Guardia Civil, sobre todo en el caso del primero, al punto de afirmar que carecen 

de los conocimientos y experiencia necesarios para garantizar el correcto 

desempeño de sus responsabilidades, y que se prevalen del ejercicio de sus 

funciones para atender a intereses ilegítimos, el prestigio de la Institución que 

representa resultó gravemente comprometido y dañado. (…)”. 

 

Se insiste asimismo en el recurso de apelación en que en ambos tuits las 

expresiones no derivan de un asunto personal o particular, sino que el actor realiza 

diversas críticas desde un punto de vista profesional. 

 

Sin embargo, además de lo ya señalado, y en cuanto al primer tuit, el Juez a quo 

recoge su relación con otros expedientes disciplinarios afectantes al aquí apelado y 

el ejercicio de acciones penales por el mismo, lo que remite precisamente a un 

asunto personal que le concierne, en cuyo contexto se insertan las expresiones 

proferidas, resultando de la documentación aportada en el acto de la vista la 

admisión a trámite, por auto de la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de 
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Madrid de 14 de mayo de 2024 que revoca la previa decisión del Juzgado de 

Instrucción, de la querella presentada por el recurrente por la presunta comisión de 

delitos de acoso laboral, coacciones y prevaricación administrativa. 

 

De lo que se sigue que no cabe acoger que la conducta enjuiciada se haya 

ejecutado por el recurrente en el estricto “ejercicio de sus funciones” de policía como 

exige el artículo 8.a) LO 4/2010, de 20 de mayo, desbordando la argumentación 

esgrimida en el recurso de apelación la interpretación estricta y restrictiva de los 

elementos del tipo infractor que se impone en el ámbito sancionador en que nos 

encontramos. 

 

QUINTO.- Por otra parte, en cuanto al “descrédito notorio de la institución 

policial”, la Abogacía del Estado aduce que la separación que postula el Juez 

Central al considerar que la crítica a los cargos que dirigen los Cuerpos y Fuerzas de 

Seguridad del Estado no supone un daño al prestigio de la Policía Nacional ni de la 

Guardia Civil no puede acogerse. Y al efecto alega sustancialmente, con cita de 

sendas sentencias que indica, que dentro del concepto “descrédito notorio a la 

Institución Policial” quedan incluidas aquellas conductas que afectan negativamente 

a la imagen del Cuerpo Nacional de Policía y es notorio en cuanto se produce en 

presencia de personas ajenas a la propia Institución, lo que -añade- se agrava a 

través de un medio de amplia difusión como es la red social X. 

 

Ahora bien, la concurrencia o no del notorio descrédito previsto en el tipo infractor 

que nos ocupa habrá de determinarse en cada supuesto particular que se examine, 

en atención a las específicas circunstancias concurrentes. 

 

Sentado lo cual, ha de tenerse en cuenta que para que las expresiones vertidas 

en una red social puedan incardinarse en el precepto resulta necesario, porque el 

tipo así lo exige, que tales expresiones hayan causado por sí mismas un descrédito 

a la institución policial. Esto es, el precepto refiere ese descrédito, no a personas 

individualizadas, sino a la institución policial en su conjunto. 
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Ha de tratarse, por tanto, no de cualquier descrédito, sino de uno de tal entidad o 

dimensión que haga que se resienta la credibilidad social de la Policía Nacional o de 

la Guardia Civil como institución pública, y además ha de tratarse de un descrédito 

tan evidente que pueda tenerse por "notorio". 

 

Y en este punto no resultan acogibles las argumentaciones esgrimidas en el 

recurso de apelación, en el que se insiste en que la «expresión “sistema” -de 

“cortijos y caciques”- hace referencia, según la RAE, al “conjunto de cosas que 

relacionadas entre sí ordenadamente contribuyen a determinado objeto”. Es decir, 

tal expresión comprende necesariamente al Cuerpo Nacional de Policía y a la 

Institución, como conjunto de medios personales y materiales ordenados a la 

consecución de la seguridad pública como objetivo superior. Lo mismo ocurre con 

las denominadas “estructuras de poder”, pues es estructura la “disposición o modo 

de estar relacionadas las distintas partes de un conjunto”. Por ello, mal puede 

concluirse, como hace el juzgador de instancia que “en los términos utilizados por el 

actor no se aprecia ni un ápice de crítica a la Institución Policial” (…)». 

 

Es cierto, como ya ha quedado expuesto, que esta Sección considera que las 

expresiones vertidas por el actor son susceptibles de ser efectivamente 

consideradas como una desconsideración grave y, en particular, con el Director 

General de la Policía, pero también lo es que han de apreciarse en el contexto en el 

que se insertan, sin que por tanto puede procederse a una determinada 

interpretación semántica o terminológica en la que, aislando conceptos, se 

descontextualicen los términos empleados, máxime en el ámbito sancionador en el 

que nos encontramos y cuando, como ya hemos señalado, el primer tuit engarza con 

un asunto particular del recurrente y el ejercicio por el mismo de acciones penales. 

 

Y desde la anterior perspectiva se ha de estimar que, en el presente caso, dichas 

concretas expresiones en el contexto y circunstancias en que se profieren, dirigidas 

en definitiva, como no se discute, a los mandos o altos cargos de la instituciones 

concernidas y al sistema en cuyo marco se verifican sus nombramientos, no 

trascienden por sí mismas de dichos responsables y su designación ni implican, por 
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tanto, descrédito, desdoro o desprestigio notorio, evidente o inconcuso del propio 

Cuerpo Nacional de Policía como institución en sí misma considerada, lo que resulta 

igualmente trasladable a  la institución de la Guardia Civil. 

 

SEXTO.- Lo que determina, sin necesidad de ninguna otra consideración sobre 

cualesquiera otras cuestiones, y en virtud de lo concretamente razonado en la 

presente sentencia, que las argumentaciones esgrimidas por la Administración 

apelada no puedan ser acogidas, si bien, dadas las dudas de derecho que suscita el 

recurso, no procede efectuar condena en costas en ninguna de las dos instancias -

artículo 139 de la Ley Jurisdiccional-, con la consiguiente desestimación sustancial 

del recurso de apelación formulado. 

 

Por todo lo expuesto 

 

 

FALLAMOS 

 

 

DESESTIMAR el recurso de apelación número interpuesto por la 

Administración General del Estado, representada y asistida por la Abogacía del 

Estado, contra la sentencia de 21 de junio de 2024, dictada por el Magistrado-Juez 

del Juzgado Central de lo Contencioso-Administrativo número 2, en el procedimiento 

abreviado 32/2024. Sin hacer expresa imposición de costas a alguna de las partes 

procesales en ninguna de las instancias. 

 

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 
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Recursos: La presente sentencia es susceptible de recurso de casación que 

deberá prepararse ante esta Sala en el plazo de 30 días contados desde el siguiente 

al de su notificación; en el escrito de preparación del recurso deberá acreditarse el 

cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 89.2 de la Ley de la 

Jurisdicción justificando el interés casacional objetivo que presenta, así como la 

constitución del depósito de 50€, en caso preceptivo, en la cuenta del B. Santander 

2605000000, más el número de procedimiento y año. 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

Recurso Nº: 0000114/2024 

 

 

 

 

 

 

17 

 


		2025-06-24T10:38:40+0200
	     


		2025-06-25T14:30:13+0200
	CARRERA JUDICIAL - JU:ES-J000003063M - CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL


		2025-06-25T18:50:52+0200
	GABALDON CODESIDO ENRIQUE - 05204960Z


		2025-06-25T20:27:36+0200
	     




